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Puesto que de lo anterior se desprendía que el asunto planteado se encontraba en vías de solución, dimos por 
concluidas nuestras actuaciones.

Por su parte, la queja 17/3786 versaba sobre las amenazas y agresiones que venía sufriendo un ciudadano por un 
vecino, hasta el punto de que desde hacía unos meses la familia se había repartido en casas de otros familiares por su 
seguridad.

Dicho vecino estaba pendiente de desahucio al igual que otros. Hasta el momento AVRA (propietaria de las 
viviendas de alquiler) no había hecho nada al respecto. Solicitaba una vivienda  protegida por la administración 
donde poder tener una vida normal con su familia.

La Secretaría General de Vivienda informó que, desde que tuvieron conocimiento de la situación, las trabajadoras 
sociales de AVRA en Córdoba habían trabajado en la búsqueda de posibles soluciones para la resolución del 
conflicto, de tal manera que en agosto de 2017 se procedió al traslado de la persona denunciada a una vivienda de 
otra barriada de Córdoba. Con la información proporcionada, considerando que el asunto planteado se encontraba 
solucionado, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

1.15.2.7 Otras Cuestiones en materia de vivienda
Además de las distintas materias ya expuestas, durante 2018 se han tramitado quejas referentes a otras cuestiones 

relativas a la vivienda.

Por ejemplo, se han concluido varias quejas de años precedentes de ciudadanos, vecinos de barrios en los que 
existían viviendas vacías que fueron ocupadas de forma irregular, algunas incluso sin terminar, desconociéndose la 
identidad de la persona titular, en las que se denunciaba las situaciones de conflictividad social, delincuencia e 
insalubridad que generaban dichas ocupaciones (queja 17/5604 y queja 16/0923).

En la queja 17/5604, por ejemplo, pudimos comprobar que la intervención de la administración logró 
sosegar la zona donde se ubicaban las viviendas ocupadas. El interesado exponía que desde hacía más de dos años 
los vecinos de su calle en el municipio de Mijas (Málaga) venían sufriendo un acoso continuo por parte de los 
ocupantes de 17 pisos propiedad de una entidad bancaria que se encontraban en estado de abandono y 
relataba una serie de problemas derivados de estas ocupaciones.

Solicitado informe al Ayuntamiento de Mijas, se nos indicó que, según la Policía local, fueron varias las operaciones 
llevadas a cabo en el edificio por la Guardia Civil y el Cuerpo Nacional de Policía. Asimismo, el equipo de gobierno, 
ante la situación del edificio ocupado, llevó a varias Juntas Locales de Seguridad esta problemática. Aún no siendo 
una competencia de la Policía local, este Cuerpo tenía una presencia permanente en la citada calle, contribuyendo 
así dentro de sus competencias a paliar los resultados de esta situación.

Sobre los problemas de sanidad, se procedió a la limpieza total del cuarto de contadores, del patio interior y del 
garaje por parte de los servicios de limpieza municipales, escoltados por la Policía local. De igual forma, se procedió 
al sellado por parte de los servicios operativos municipales de la puerta trasera del garaje del inmueble para evitar 
la entrada por la parte trasera del edificio.

Asimismo, indicaban que existía un padrón de moradores, trabajo hecho por la Policía Local y la Guardia Civil, 
mediante la identificación de las personas que circulaban y vivían en el edificio.

Dimos traslado de esta información al interesado para que alegase lo que estimase conveniente y puesto que nos 
participó que tanto Guardia Civil como Policía Local estaban realizando tareas de control en la zona, lo que había 
logrado sosiego, al menos temporal, para los residentes, consideramos que el asunto planteado se encontraba 
solucionado, por lo que dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Otras materias que han sido objeto de queja han tenido que ver con la gestión, en general, del parque público 
de viviendas: deudas por impago de AVRA de cuotas de comunidad de propietarios; problemas de convivencia 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/resolvemos-problemas-de-convivencia-entre-vecinos-con-la-permuta-de-viviendas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/con-la-intervencion-de-la-administracion-se-sosiega-la-zona-donde-se-ubicaban-viviendas-ocupadas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-denuncia-inseguridad-y-problemas-de-convivencia-con-residentes-en-algunas-viviendas-ocupadas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/con-la-intervencion-de-la-administracion-se-sosiega-la-zona-donde-se-ubicaban-viviendas-ocupadas
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en promociones de viviendas protegidas públicas; reclamaciones no contestadas por la administración y respecto 
de la cuales se solicita una respuesta expresa; retraso en la devolución de fianza de arrendamiento; y las habituales 
quejas instruidas de oficio cuando tenemos conocimiento de que viviendas de titularidad pública se encuentran 
desocupadas y sin servir al fin público que justificó su construcción.

Hemos de destacar, no obstante, de oficio, la queja 17/0697 iniciada con Secretaría General de Vivienda y 
la Viceconsejería de Turismo y Deporte, al tener conocimiento de la posibilidad de que viviendas protegidas se 
pudiesen estar empleando por las personas adjudicatarias como viviendas turísticas.

Cualquier destino diferente al de residencia habitual u otro autorizado expresamente que se dé a las viviendas 
concedidas en régimen de protección, desvirtúa la función social de estas viviendas y perjudica a las personas 
demandantes en lista de espera, con las difíciles situaciones que a menudo se encuentran las personas que no 
pueden acceder a una vivienda digna.

En consecuencia, se solicitó a las referidas administraciones información sobre las actuaciones que hubieran 
realizado para garantizar que las viviendas protegidas se destinan a residencia habitual y permanente de su titular. En 
sus informes, señalaban que no habían recibido denuncias o reclamaciones de este tipo. En cuanto a la existencia de 
algún mecanismo entre ambas administraciones que permita detectar este tipo de uso de las viviendas protegidas, se 
indica que por parte de las Delegaciones Territoriales de Cultura, Turismo y Deporte se comunican periódicamente 
las altas en el Registro de Turismo de Andalucía, si bien dicha información no permite detectar si se trata de una 
vivienda protegida de algún parque público residencial.

A nuestro juicio, la normativa reguladora de las viviendas turísticas no impide que viviendas protegidas puedan 
llegar a inscribirse y emplearse con este fin. Así, en la documentación que se deberá aportar tras la inscripción de 
la vivienda en el Registro de Turismo para acreditar el cumplimiento de los requisitos necesarios para el uso de la 
vivienda con esta finalidad, no figura ningún documento del que se pueda deducir que la vivienda se encuentra o no 
en un régimen de protección pública. Tampoco se prevé que en la visita de inspección que habrá de llevarse a cabo 
en la vivienda de acuerdo con el Decreto 144/2003, de 3 de junio, de la Inspección de Turismo, a fin de comprobar 
el cumplimiento de los requisitos turísticos exigidos, se incluya la verificación de esta circunstancia.

Sí es posible detectar casos de incumplimiento de las condiciones de uso de las viviendas protegidas, a través 
de denuncias de otros ciudadanos o de la verificación de su uso que se lleve a cabo por las administraciones 
titulares de los diferentes parques públicos residenciales, con el consiguiente inicio de expediente sancionador y/o 
de desahucio administrativo.

Por otra parte, esta Institución es conocedora de que, en la práctica, las actuaciones verificadoras son insuficientes 
para el amplio número de viviendas protegidas existentes.

Analizado todo lo anterior, esta Defensoría observó la inexistencia de mecanismos adecuados, tanto por parte 
de la Consejería de Fomento y Vivienda como de la Consejería de Turismo y Deporte, para evitar que viviendas 
protegidas puedan de facto inscribirse en el Registro de Turismo de Andalucía y utilizarse como viviendas turísticas, 
de forma que no solo es posible, sino fácil llevar a la práctica un uso ilegítimo de la misma sin que sea detectado 
por las Administraciones competentes.

A la vista de todo ello y en virtud del artículo 29 de nuestra ley reguladora, se formuló a ambas Administraciones 
Resolución en el sentido de que adoptasen los cambios normativos necesarios e implementen medidas eficaces en 
sus respectivos ámbitos competenciales para preservar la función social de la vivienda protegida, garantizando que 
esta no se pueda emplear como vivienda turística; así como que se coordinen de forma adecuada de modo que, 
cuando se detecte por la primera que una vivienda protegida pretende utilizarse o se está utilizando con finalidad 
turística, se dé traslado a la segunda a fin de iniciar las actuaciones pertinentes.

Dicha Resolución ha sido aceptada por ambas administraciones, comprobando que se han implementado medidas 
en sus respectivos ámbitos competenciales para preservar la función social de la vivienda protegida.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/aplican-medidas-para-impedir-la-utilizacion-de-viviendas-protegidas-para-alquiler-turistico
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